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RESUMEN
Este comentario analiza la sentencia del Tribunal Supremo de 14 de febrero de
2013 (recurso 4118/2011) en relación con una Ordenanza del Ayuntamiento de
Lleida prohibiendo el uso del velo integral. Según el Tribunal Supremo, la li-
bertad religiosa constituye un derecho fundamental que solo puede ser regula-
do por el legislador en el marco del artículo 16 CE (art. 9 CEDH). Ni la autono-
mía local ni las normas relativas a infracciones y sanciones locales en la legislación
de régimen local justificaban la Ordenanza municipal, así como tampoco la ale-
gación de que se pretendía proteger los derechos de terceras personas.
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ABSTRACT
The comment analyses the Spanish Supreme Court judgment of 14 February
2013 (appeal 4118/2011) regarding a prohibition on the use of the Muslim veil
(burka) adopted by the municipality of Lleida. The Court concluded that since
religious freedom was a basic value in the Spanish Constitution (Article 16;
Article 9 ECHR) so far not subject to limitations, a ban would have required
an Act of the Spanish Parliament and not merely a local regulation. The Court
also rejected the allegations submitted by the local authority concerning its
general powers to adopt and impose sanctions, and the protection of third
parties as a justification for the prohibition.
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I. INTRODUCCIÓN

1. El ejercicio de la libertad religiosa es en ocasiones un ámbito
de colisión política, social y jurídica. La compatibilidad entre las creen-
cias que las personas puedan tener, en particular su manifestación ex-
terior, con los derechos de otros terceros no es sencilla. Buena mues-
tra de lo dicho se puede localizar en los sucesivos asuntos que llegan
ante distintas jurisdicciones, ya sea el Tribunal de Derechos Huma-
nos (TEDH) como las estatales, y tanto en un plano público (v.g., es-
pacios abiertos) como privado (v.g., relaciones laborales)1. Una refle-
xión previa pasaría por plantear si son los tribunales el foro en el que
se deba solventar esa compatibilidad o si ha de ser, en primer lugar, el
legislador, que es quien detenta la representación de los ciudadanos, el
que determine los límites admisibles al ejercicio de ese derecho. Según
el TEDH, cuando están en juego cuestiones como la relación entre el
Estado y la religión, sobre las que pueden existir profundas divergen-
cias en una sociedad democrática, tiene una importancia capital el
papel del legislador2. 

2. Ciertamente, la posición del Estado pasa por una inicial neu-
tralidad, como así lo ha sostenido en reiteradas ocasiones el TEDH.
Este entiende que, en el ejercicio de su poder legislativo sobre la liber-
tad religiosa, el Estado debe permanecer neutral e imparcial asegu-
rando su pacífico goce3. Se trata, en palabras del TEDH, de la necesi-
dad de «mantener un verdadero pluralismo religioso»4. La neutralidad
del Estado contribuye a garantizar el orden público, la paz religiosa y
la tolerancia en una sociedad democrática5. Esto resulta aplicable a
las relaciones entre creyentes y no creyentes como a las que se den en-
tre los creyentes de distintas religiones6. Existiendo varias creencias o
convicciones en el seno de una misma sociedad, puede ser necesario li-
mitar dichas libertades para conciliar los intereses de distintos grupos
y asegurar el respeto de las convicciones de cada uno7. Por otra parte,
no se puede perder de vista que el artículo 9 CEDH protege la libertad
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1 Eweida v. Reino Unido, demanda 48420/10, STEDH de 15 de enero de 2013.
2 Leyla Sahin v. Turquía, demanda 44774/98, STEDH de 10 de noviembre de 2005, ap. 109.
3 Otto-Preminger-Institut v. Austria, demanda 13470/87, STEDH de 20 de septiembre de

1994, ap. 47.
4 Iglesia metropolitana de Bessarabie v. Moldavia, demanda 45701/99, sentencia de 13 de

diciembre de 2001, ap. 119.
5 Caso de 97 miembros de la Congregación de Testigos de Jehová de Gldani v. Georgia, de-

manda 71156/01, STEDH de 3 de mayo de 2007, ap. 132.
6 Lautsi v. Italia, demanda 30814/06, STEDH de 18 de marzo de 2011, ap. 60.
7 Kokkinakis v. Grecia, demanda 14307/88, STEDH de 25 de mayo de 1993, ap. 33.
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religiosa pero igualmente la libertad de conciencia y pensamiento8. La
distinción es indicativa de que la religión no es el eje único de dicha nor-
ma, aunque buena parte de los asuntos resueltos por el TEDH tengan
que ver con esta. Por tanto, otras posiciones como el ateísmo, agnos-
ticismo, escepticismo o secularismo quedan incluidas en el ámbito de
esa norma9, al igual que otras creencias distintas de aquellas que po-
drían entenderse como más tradicionales, v.g. cristianismo, islamis-
mo, judaísmo, budismo, v.g. creencia neopagana Wicca. En el caso
concreto de los signos religiosos, el TEDH ha afirmado que la libertad
negativa de la religión no se limita a la ausencia de servicios religiosos
o la educación religiosa. Se extiende a las prácticas y los símbolos que
expresan, en particular o en general, una creencia, una religión o el
ateísmo. Este derecho negativo merece una especial protección si es
el Estado el que expresa una creencia y los disidentes se encuentran en
una situación de la que no pueden sustraerse, salvo haciendo esfuer-
zos desproporcionados o actos de sacrificio10.

3. Ahora bien, a pesar de que en la jurisprudencia del TEDH se ha
afirmado de manera reiterada el principio de neutralidad del Estado,
esto no implica que este quede inhabilitado para actuar11. La cuestión
de las posibles limitaciones a la manifestación de lo religioso se plan-
tea desde diversos prismas, ya sea para plasmar el carácter laico de
una sociedad como para proteger los derechos de terceros. Con todo,
el ejercicio de la libertad religiosa no es susceptible de respuestas uní-
vocas. La jurisprudencia derivada del CEDH reconoce que no es posi-
ble discernir a través de Europa una concepción uniforme sobre la re-
levancia de la religión en la sociedad. El significado o impacto de la
expresión pública de las creencias religiosas varía en función del con-
texto y del tiempo. Las normas en este ámbito cambian de un país a otro
de acuerdo con las tradiciones nacionales y los requisitos impuestos por
la necesidad de proteger los derechos y las libertades de terceros y para
mantener el orden público. Por tanto, la elección del grado y forma
que tales normas han de tener debe inevitablemente ser dejada, hasta
cierto punto, en manos del Estado de que se trate, ya que dependerá de
cada contexto social12. Lo anterior también incide, como es obvio, en
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8 Téngase en cuenta también el artículo 10 de la Carta de Derechos Fundamentales de la
Unión Europea.

9 Eweida v. Reino Unido, demanda 48420/10, STEDH de 15 de enero de 2013, ap. 79;
Lautsi v. Italia, STEDH de 18 de marzo de 2011, ap. 58.

10 Lautsi v. Italia, demanda 30814/06, STEDH (Sección Segunda) de 3 de noviembre de
2009, ap. 55.

11 Agustín GARCÍA URETA (2009: 390-451); Víctor VÁZQUEZ ALONSO (2008: 135-164).
12 Sahin v. Turquía, sentencia de 10 de noviembre de 2005, ap. 109; Iñaki LASAGABASTER

HERRARTE (2004: 383-394); Agustín GARCÍA URETA (2006: 285-301). Sobre el contexto europeo 
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los signos religiosos que forman parte del derecho de «manifestación»
de una determinada creencia13, aspecto que cubre un amplio espec-
tro14. Según el TEDH, el derecho a manifestar una creencia constitu-
ye un derecho fundamental, porque una sociedad democrática sana
necesita tolerar y mantener el pluralismo y la diversidad, pero tam-
bién debido al valor que para un individuo que ha hecho de la religión
un elemento central de su vida tiene el ser capaz de comunicar esa
creencia a los demás15. Para considerarse como signo religioso ha de ser
parte de esa creencia, esto es, estar motivado por la misma16.

4. En este comentario se analiza la sentencia del Tribunal Supre-
mo de 14 de febrero de 2013 (recurso 4118/2011) en relación con una
Ordenanza municipal que venía a limitar el uso del velo integral. Como
se examina en los siguientes apartados, la sentencia discurre por cri-
terios constitucionales que no solo tienen que ver con la libertad reli-
giosa (art. 16 CE), sino también con el ámbito de las competencias lo-
cales y las posibles justificaciones para imponer tal limitación.

II. LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL SUPREMO SOBRE LA ORDENANZA DEL AYUN-
TAMIENTO DE LLEIDA PROHIBIENDO EL USO DEL VELO INTEGRAL

5. El objeto del recurso de casación ante el Tribunal Supremo (re-
curso 4118/2011) fue la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de
Cataluña (STSJC) de 7 de junio de 2011 (recurso 394/2010). Esta había
desestimado una previa demanda contra el Acuerdo del Pleno del Ayun-
tamiento de Lleida, de 8 de octubre de 2010, por el que se había apro-
bado, por una parte, de manera definitiva, la modificación de tres ar-
tículos de la Ordenanza Municipal de Civismo y Convivencia17 y, por
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puede verse B. ALÁEZ CORRAL (2011: 483); en el caso español, Santiago CAÑAMARES ARRIBAS

(2009: 521-551).
13 En este sentido, la jurisprudencia constitucional ha señalado (STC 46/2001, FJ 4): «La

dimensión externa de la libertad religiosa se traduce, además, en la posibilidad de ejercicio,
inmune a toda coacción de los poderes públicos, de aquellas actividades que constituyen
manifestaciones o expresiones del fenómeno religioso». No obstante, como reitera el TEDH,
la libertad de manifestación no cubre cualquier acto motivado o influenciado por una creencia;
Arrowsmith v. Reino Unido, decisión de admisibilidad 7050/75, de 16 de mayo de 1977; Ca-
roline EVANS (2001: 11-125).

14 Caso de tocar una campana para llamar a los fieles al rezo; Schilder v. Países Bajos, de-
cisión de admisibilidad 2158/12, de 16 de octubre de 2012, ap. 19.

15 Eweida v. Reino Unido, demanda 48420/10, STEDH de 15 de enero de 2013, ap. 94.
16 Erica HOWARD (2012: 27-28).
17 Artículo 26.2: «La normativa reguladora de los servicios y del uso de los edificios y equi-

pamientos municipales (reglamentos, normas de funcionamiento, instrumentos, etc.) podrá
limitar o prohibir acceder o permanecer en los espacios o locales destinados a tal uso, a las
personas que porten velo integral, pasamontañas, casco integral u otras vestimentas o acce-
sorios que impidiesen o dificulten la identificación y la comunicación visual de las personas.
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otra, de forma inicial, la modificación de los Reglamentos del archivo
municipal, el servicio de transporte urbano de pasajeros y el de fun-
cionamiento de los centros cívicos y locales sociales municipales18. De
las anteriores previsiones solo se salva la relativa al transporte ya que,
según el Tribunal Supremo, no impide el uso del velo integral. La exi-
gencia de identificación establecida constituye un control del uso de un
beneficio al que la portadora del velo integral se acoge libremente19. Por
tanto, no puede equipararse en su valoración jurídica a una vulneración
del artículo 16.1 CE.

6. Entre otras cuestiones, la STSJC declaró que «teniendo enca-
je la infracción en uno de los criterios de antijuridicidad contemplados
en la LBRL, perturbación de la tranquilidad del resto de personas usua-
rias del servicio o espacio público municipal, el Ayuntamiento ostentaba
plenas competencias para, de forma limitada a esos espacios munici-
pales, establecer la prohibición de acceder a los mismos o permanecer
en su interior con vestimentas o accesorios tales como velo integral, pa-
samontañas, casco integral u otros que oculten el rostro y tipificar
como infracción leve su incumplimiento»20.

7. Como habrá ocasión de examinar en los siguientes epígrafes, la
sentencia del Tribunal Supremo parte de un elemento central, que es la
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Estas limitaciones o prohibiciones, que podrán afectar tanto a los prestadores de los ser-
vicios públicos como a los usuarios, habrán de ser motivadas y podrán prever excepciones en
razón del ejercicio de determinadas profesiones, por seguridad e higiene en el trabajo, por de-
terminadas festividades o por otros motivos justificados.

Los encargados de los servicios informarán a las personas afectadas sobre la prohibi-
ción de acceder y permanecer en los espacios o locales portando estos elementos que impi-
diesen o dificulten la identificación y la comunicación visual. Si no obstante eso, la persona
o personas persistiesen en su actitud, se procederá a requerir la actuación de los agentes de
la autoridad. Estos podrán impedir que las personas accedan o permanezcan en los citados
espacios, utilizando los medios permitidos por la normativa aplicable y formularán, si es
preciso, la correspondiente denuncia, procediéndose posteriormente a la incoación del ex-
pediente sancionador».

Artículo 27.9: «Acceder o permanecer en los espacios o locales destinados al uso o servi-
cio público, a las personas que porten velo integral, pasamontañas, casco integral u otras ves-
timentas o accesorios que impidan la identificación y la comunicación visual de las personas,
siempre que esté prohibido o limitado por la normativa reguladora específica».

Artículo 102.25: «Acceder o permanecer en los espacios o locales destinados al uso o ser-
vicio público, a las personas que porten velo integral, pasamontañas, casco integral u otras
vestimentas o accesorios que impidan o dificulten la identificación y la comunicación vi-
sual de las personas, siempre que esté prohibido o limitado por la normativa reguladora es-
pecífica».

18 «Queda prohibido acceder o permanecer en los edificios o dependencias del Archivo
Municipal, portando velo integral, pasamontañas, casco integral u otras vestimentas u ac-
cesorios que impidan o dificulten la identificación y la comunicación visual. Esta prohibición
es de aplicación a las personas usuarias, al personal municipal y al personal que preste ser-
vicios o desenvuelva sus tareas o actividades en estos espacios».

19 STS, FJ 10.
20 STSJC, FJ 2.
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libertad religiosa («verdadero centro neurálgico de este caso»)21. De ella
pende su compatibilidad con el ordenamiento constitucional. Ahora
bien, la sentencia deja entrever desde el principio la conclusión a la que
va a llegar, al apoyarse en una serie de aspectos preliminares. Por una
parte, el hecho de que no haya un consenso jurídico en los distintos Es-
tados acerca de la libertad religiosa. Para el Tribunal Supremo, no
cabe encontrar en la jurisprudencia del TEDH «una pauta segura e
inequívoca» para el tratamiento jurisdiccional del asunto22. Por otra
parte, se señala que en las sentencias del TEDH se ha reconocido una
«marcada primacía» a las distintas regulaciones estatales, caso de
Francia y Turquía23, Estados en los que se ha consagrado el laicismo
en sus respectivas Constituciones. A lo anterior añade que en el en-
torno occidental no existe en general dicha prohibición (del uso del velo
integral) ni una ley estatal que la establezca. Ahora bien, la sentencia
manifiesta otras perspectivas de interés que tienen que ver con la re-
gulación de los derechos fundamentales en la CE, la autonomía local
y los intereses que se vinculan con esta, así como las justificaciones que
habían llevado a establecer la prohibición al uso del velo integral. Fi-
nalmente, el Tribunal Supremo no entra, en lo que califica como un «hi-
potético debate», a decidir con carácter previo acerca de si objetiva-
mente las fuentes auténticas de la religión islámica consideran o no
como deber el uso del velo integral por las mujeres o si se trata de un
simple elemento cultural. Coincidiendo con la STSJC, se considera
«absolutamente correcta» la reserva de esta a pronunciarse sobre si este
acto constituye en todos los casos un cumplimiento de un deber reli-
gioso24.

1. El rango de la regulación y los elementos accesorios de los derechos
fundamentales

8. El rango de la regulación es clave a lo largo de la sentencia
(«exigencia indeclinable de una ley previa»; «insuperable exigencia cons-
titucional de la necesidad de la ley»; «esencialidad de la ley y su insus-
tituibilidad por cualquier otra fuente normativa»; «en nuestra Consti-
tución no queda la más mínima duda de la exigencia de una Ley
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21 STS, FJ 8.
22 STS, FJ 1.
23 Véanse, por ejemplo, Dogru v. Francia, demanda 27058/05, STEDH de 4 de marzo de

2009; Kervanci v. Francia, demanda 31645/04, STEDH de 4 de diciembre de 2009; Sahin v. Tur-
quía, demanda 44774/98, sentencia de 10 de noviembre de 2005; Kose v. Turquía, decisión de
admisibilidad 26625/02, de 24 de enero de 2006.

24 STS, FJ 8.
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propiamente tal al respecto»), en palabras del Tribunal Supremo25. A pe-
sar de las afirmaciones preliminares de la sentencia, esta comienza con
el examen de los derechos fundamentales y si resulta posible diferenciar
entre un «contenido esencial» (art. 53.1 CE) y otros «accesorios» que
quedasen abiertos a entes dotados de autonomía, caso de los locales.
Como es bien sabido, el artículo 53.1 CE establece una reserva general
en materia de derechos fundamentales26. Esto implica que otros pro-
ductos normativos no puedan entrar en la regulación de tales derechos
(con independencia de lo que se deba entender por «regulación»), aun-
que sí puedan, lógicamente, coadyuvar en su ejecución o complitud27.
La STSJC había afirmado que el criterio general era que se podían re-
gular materias «accesorias» de esos derechos fundamentales, sobre
todo lo concerniente a las manifestaciones de la convivencia o vida co-
lectiva dentro del término municipal a las que se dirigiesen las normas
correspondientes, esto es, donde la esfera protectora de los derechos fun-
damentales no alcanzase a los aspectos accesorios, accidentales o cir-
cunstanciales28. El Tribunal Supremo sale al paso de la anterior afir-
mación señalando que la previsión constitucional de que el denominado
«contenido esencial» de un derecho fundamental deba ser regulado
solo por ley no implica que esto sea «lo exclusivamente reservado a la re-
gulación de la ley»29. Al contrario, según el Tribunal Supremo, «todo el
ejercicio del derecho fundamental está reservado a la Ley, y no puede por
ello ser objeto directo de regulación por una Ordenanza municipal».
Aunque el Tribunal Supremo no desarrolla esta cuestión, posiblemen-
te ante la ausencia de una legislación sobre este tema, argumento al
que se acoge en diversas ocasiones, en el caso del ejercicio de la liber-
tad religiosa la locución «todo el ejercicio» abarca aquellos aspectos
que directamente tienen que ver tanto con el plano interno de las cre-
encias de una persona30, v.g. proscribiendo cualquier tipo de actuación
coercitiva que obligue a confesar a qué religión (si alguna) se pertene-
ce31, como, en especial, externo (su manifestación por diversos me-
dios)32 y las posibles limitaciones que a los mismos se puedan imponer33.
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25 STS, FF.JJ. 9 y 10, respectivamente; cursiva añadida.
26 STC 83/1984, FJ 4.
27 La jurisprudencia constitucional admite que el reglamento intervenga para la ejecución

de la ley; v.g., STC 19/1987, FJ 4.
28 STSJ, FJ 2.
29 STS, FJ 7; cursiva añadida.
30 STC 177/1996, FJ 9: «[L]a libertad religiosa garantiza la existencia de un claustro ín-

timo de creencias y, por tanto, un espacio de autodeterminación intelectual ante el fenóme-
no religioso, vinculado a la propia personalidad y dignidad individual».

31 Alexandridis v. Grecia, demanda 19516/06, STEDH de 21 de febrero de 2008, ap. 38.
32 STC 19/1985, FJ 2.
33 Agustín GARCÍA URETA (2009: 398-400).
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9. La necesidad de ley también tuvo otro frente, a saber, el relati-
vo a que la restricción de la libertad religiosa debía estar «prevista por
la ley», que es la locución que emplea el artículo 9.2 CEDH como con-
dición general para poder invocar las justificaciones que esta norma
enumera. La STSJC hizo alusión a la doctrina del TEDH, de acuerdo
con la cual la noción de «ley» debía ser entendida en su acepción ma-
terial y no formal y, en consecuencia, incluyendo el conjunto formado
por el Derecho escrito, abarcando los textos de rango infralegislativo,
en ese caso una Ordenanza. Sin embargo, el Tribunal Supremo no
acepta esta interpretación, señalando que tal modo de proceder, apar-
te de resultar contrario a lo dispuesto en el artículo 53.1 CE, tampoco
se ajusta a la propia jurisprudencia citada por la STSJC, que anteponía
a la apreciación del TEDH la que en cada país se acomodase a sus pa-
rámetros constitucionales34. En opinión del Tribunal Supremo, la po-
sición mantenida por el TSJC rebaja las exigencias constitucionales35.

10. Ahora bien, con lo anterior solo se resuelve una cuestión. Es
evidente que inicialmente le corresponde al legislador regular el ejercicio
de la libertad religiosa en el marco de los artículos 9 CEDH y 16 CE, y
en concreto las limitaciones al uso de los signos religiosos en determi-
nados ámbitos, aun partiendo de una posición de neutralidad. Sin em-
bargo, reconoce el Tribunal Supremo en su sentencia que puede haber
afecciones a tal derecho desde otras competencias. Estas afecciones
resultan problemáticas porque determinar cuándo un ente dotado de
autonomía, en este caso local, afecta a la libertad religiosa, transgre-
diendo el papel del legislador, puede no ser sencillo de precisar; v.g., la
normativa urbanística y ubicación o características de los templos re-
ligiosos, por citar un caso36. La posición del Tribunal Supremo resul-
ta relativamente sencilla en el asunto que se comenta porque el legis-
lador no ha afrontado una normativa al respecto. Con todo, aquel
reconoce que la regulación de materias propias de los títulos compe-
tenciales, que constitucional y legalmente corresponde a los entes lo-
cales, pueda incidir «(que no directamente regular) en aspectos acce-
sorios del derecho fundamental», con sujeción a las exigencias
constitucionales para poder limitar el ejercicio del derecho funda-
mental37.
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2008, ap. 54. 

35 STS, FJ 10.
36 Véase, por ejemplo, Manoussakis v. Grecia, demanda 18748/91, STEDH de 26 de no-

viembre de 1996.
37 STS, FJ 7.
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2. La autonomía local, vinculación negativa a la ley y derechos funda-
mentales

A) Aspectos generales

11. Lo anteriormente indicado tiene un segundo frente de discu-
sión en la sentencia, que es el relativo a la autonomía local y el artícu-
lo 16 CE. No resulta ocioso recordar, siquiera brevemente, que la au-
tonomía local constituye el derecho y la capacidad efectiva de las
entidades locales de ordenar y gestionar una parte importante de los
asuntos públicos, «en el marco de la Ley»38. Esta última locución de la
Carta Europea de la Autonomía Local implica que sea el legislador es-
tatal el que determine las competencias locales, lo que resulta lógico en
un texto internacional que se refiere a esta cuestión pero sin afectar a
la previsión que cada Constitución estatal pueda establecer en otros
ámbitos, como es el caso de los derechos fundamentales. La locución
«en el marco de la Ley» lleva a la noción de «vinculación negativa» de
los entes locales a esta fuente del ordenamiento, que el Tribunal Su-
premo no discute en su sentencia («Tal planteamiento no podemos por
menos que compartirlo sin reservas»)39. Sin embargo, el Tribunal Su-
premo rechaza que la vinculación negativa implique que, «pese a la
inexistencia de Ley», aquellos puedan establecer, por sí mismos, limi-
taciones al ejercicio de un derecho fundamental en los espacios muni-
cipales. Según el Tribunal Supremo: «[S]i la Constitución exige para po-
der limitar el ejercicio de un derecho fundamental (como lo es el de
libertad religiosa, del artículo 16 CE) la existencia de una ley (art. 53.1
inciso segundo), no se atiene a ese principio de vinculación negativa una
Ordenanza que directamente prescinde de la exigencia del artículo 53
CE, arrogándose la potestad de regular lo que la Constitución reserva
a la Ley»40. En otras palabras, para el Tribunal Supremo, al no haber-
se afrontado por el legislador la posible prohibición del uso del velo
integral, no cabe que un ente local intervenga en un terreno que, en pri-
mer lugar, corresponde al primero. Esta idea subyace en el razona-
miento esencial de la sentencia, reiterándose posteriormente de manera
más clara: 

«Empezamos por la exigencia indeclinable de una ley
previa que establezca el límite para el ejercicio del dere-
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cho fundamental de libertad religiosa, que la prohibición
del velo integral supone. Visto en este caso que tal ley no
existe, basta sólo con ello, para afirmar que la prohibi-
ción establecida al respecto en la Ordenanza así como en
los Reglamento provisionalmente aprobados en ese pun-
to por el Acuerdo recurrido (salvo el de transporte urba-
no, que deberá analizarse separadamente) vulneran el ci-
tado derecho fundamental. La insuperable exigencia
constitucional de la necesidad de la ley para limitar el
ejercicio del derecho fundamental, no puede sustituirse,
como ya se razonó en el fundamento octavo, por las po-
sibilidades normadoras de las Ordenanzas municipales»41. 

12. Por tanto, en el razonamiento del Tribunal Supremo la in-
existencia de ley o, si se quiere, la negativa del legislador a establecer,
por ahora, posibles límites al uso de determinados (o todos) signos re-
ligiosos y en todos los ámbitos públicos (o en algunos de ellos) (v.g., lo-
cales públicos, centros públicos de enseñanza) veda la intervención
municipal. Si el legislador no ha querido, a pesar de algunas iniciativas
mencionadas en la sentencia42, regular el uso de los signos religiosos,
los entes locales no pueden atribuirse esa competencia en el contexto
de las que tienen reconocidas y a pesar de un eventual ámbito limita-
do. La posición del Tribunal Supremo es coherente con el esquema ge-
neral del que parte la CE en materia de derechos fundamentales. La au-
sencia de limitaciones implica que el criterio esencial de libertad43,
aplicable en este caso a la religiosa y su manifestación, es el que ini-
cialmente debe primar. En palabras del TC, a las que alude el Tribunal
Supremo, el reconocimiento de un ámbito de libertad y de una esfera
de agere licere lo es «con plena inmunidad de coacción del Estado o de
cualesquiera grupos sociales»44.
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41 STS, FJ 10; cursiva añadida.
42 El Tribunal Supremo se refiere a una moción en el Senado instando al Gobierno «a rea-

lizar las reformas legales y reglamentarias necesarias para prohibir el uso en espacios o
acontecimientos públicos que no tengan una finalidad estrictamente religiosa, de vestimen-
tas o accesorios en el atuendo que provoquen que el rostro quede completamente cubierto y
dificulten así la identificación y la comunicación visual, al suponer esa práctica una discri-
minación contraria a la dignidad de las personas y lesivas de la igualdad real y efectiva de los
hombres y mujeres» (BOCG. Senado, Serie 8, núm. 484, de 21 de junio de 2010). Esta moción
fue aprobada en sesión de 23 de junio de 2010. Un moción similar se planteó y aprobó en el
Parlamento de Cataluña. 

43 En el sentido del artículo 4 de la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudada-
no (1789): «La libertad consiste en poder hacer todo aquello que no perjudique a otro: por eso,
el ejercicio de los derechos naturales de cada hombre no tiene otros límites que los que ga-
rantizan a los demás miembros de la sociedad el goce de estos mismos derechos. Tales lími-
tes sólo pueden ser determinados por la ley».

44 STC 46/2001, FJ 4; cursiva en el original.
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B) El posible papel de la potestad sancionadora local

13. Cierto es que tales precisiones acerca de la necesidad de ley re-
sultan generales, aunque sirvan para encuadrar la cuestión central de
la incompetencia municipal. Ahora bien, en la sentencia se destacan de-
terminados aspectos con incidencia en lo local que es preciso referir. Por
una parte, la invocación que se hizo por el Ayuntamiento de Lleida a los
criterios sobre infracciones y sanciones contemplados en la Ley 7/1985,
de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local (LRBRL),
como sustentadores de su competencia para prohibir el velo integral.
La STSJC había indicado que tales preceptos, como criterios de anti-
juridicidad, se remitían, además del daño a los bienes públicos muni-
cipales, a la posible perturbación que a la tranquilidad o al ejercicio de
derechos legítimos de otras personas podían producir las conductas
infractoras. Según la STSJC, en la cultura occidental, el ocultamiento
del rostro en la realización de actividades cotidianas producía pertur-
bación en la tranquilidad, por la falta de visión para el resto de perso-
nas de «un elemento esencialmente identificativo», cual era la cara de
la persona que lo ocultaba. Todo ello sin perjuicio de que, por diversas
razones, no se produjese tal efecto perturbador en otras situaciones,
como el ejercicio de determinadas profesiones, seguridad e higiene en
el trabajo, festividades o climatología, situaciones que la Ordenanza
del Ayuntamiento de Lleida contemplaba como posibles excepciones a
la prohibición. A la luz de lo anterior, la STSJC había concluido que, te-
niendo encaje la infracción en uno de los criterios de antijuridicidad
contemplados en la LBRL (perturbación de la tranquilidad del resto de
personas usuarias del servicio o del espacio público municipal), el
Ayuntamiento ostentaba plenas competencias para, de forma limitada
a esos espacios municipales, establecer la prohibición de acceder a los
mismos o permanecer en su interior con vestimentas o accesorios ta-
les como velo integral, pasamontañas, casco integral u otros que ocul-
tasen el rostro, y tipificar como infracción leve su incumplimiento45.

14. Sin embargo, según el Tribunal Supremo, la STSJC había em-
pleado un recurso dialéctico «artificioso» para justificar la competen-
cia del Ayuntamiento, fundándola en las mencionadas disposiciones
de la LRBRL y sosteniendo que se trataba de una prohibición que se ha-
bía tipificado como infracción. Para el Tribunal Supremo, «prohibi-
ción» o «infracción» son conceptos necesariamente diferenciables, sien-
do el primero presupuesto, en su caso, del segundo. Como ya se ha
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indicado, el Tribunal reitera que el centro de gravedad del problema
es el de la justificación constitucional de la prohibición del velo integral,
dado que el uso de este constituye una manifestación de la libertad re-
ligiosa, y no la infracción consecuente a la inobservancia de la prohi-
bición. En otras palabras, según el Tribunal Supremo, se había prima-
do la consideración de la infracción, pretendiendo justificarla con
fundamento en los artículos 139 y 140 LBRL, deduciendo de la legiti-
midad de la infracción la legitimidad de la prohibición. Este plantea-
miento resulta coherente con lo anteriormente señalado en relación
con la necesidad de que sea una ley la que establezca la correspon-
diente limitación al uso de determinados signos religiosos. La ausencia
de normativa sectorial específica («en defecto»), a la que se refiere el ar-
tículo 139 LRBRL, que es el presupuesto del que parte esta norma para
apoderar a los entes locales a establecer infracciones e imponer san-
ciones por el incumplimiento de deberes, prohibiciones o limitaciones
contenidos en las correspondientes Ordenanzas, no podía saltar por
encima de la atribución que tiene el legislador del derecho fundamen-
tal para determinar, en primer lugar, la correspondiente prohibición.

C) El ámbito limitado de la prohibición

15. Ahora bien, ¿podía encuadrarse la prohibición en un ámbito
local y, por tanto, resultaba admisible? En otras palabras, ¿el hecho
de que la prohibición tuviese un contexto limitado salvaba la determi-
nación de tal prohibición? Según el Tribunal Supremo, esta posibilidad
tampoco se puede contemplar. Para examinar esta cuestión hay que
tener en cuenta tres perspectivas que se mencionan en la sentencia, si
bien en fundamentos jurídicos diferentes. La primera es la espacial.
El Tribunal Supremo discrepa abiertamente de la STJC respecto del he-
cho de que la prohibición se limitaba, según esta, a determinados es-
pacios municipales. En opinión del primero, la locución «espacios o lo-
cales destinados al uso o servicio público», que era la empleada en las
normas municipales, es de por sí lo suficientemente amplia como para
entender que todo el espacio municipal, que es en el que se desen-
vuelve primariamente la vida de los ciudadanos, resulta concernido
por la prohibición. Para el Tribunal Supremo, el análisis de la legiti-
midad de la prohibición no puede así partir del carácter limitado de sus
efectos. Por el contrario, debe atender «a sus reales efectos compren-
sivos de todo el espacio municipal»46. Esto le lleva a aquel a afirmar que
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incluso aunque la prohibición se hubiese limitado a un ámbito singu-
larizado, v.g. locales municipales, «tal limitación no sería de por sí bas-
tante para prescindir de las exigencias precisas para la limitación del
ejercicio del derecho fundamental»47, esto es, la necesidad de ley. Lo que
no aclara la sentencia es qué hubiese sucedido si la prohibición se hu-
biese ceñido más, es decir, si se hubiesen especificado concretas se-
des48. Sin embargo, el Tribunal Supremo prima de manera absoluta
el derecho fundamental. 

16. La segunda vertiente es la material. Para el Tribunal Supremo,
la competencia municipal para regular sus servicios y la convivencia en
el ámbito municipal es incontestable, pero no puede suponer que al ejer-
citar las competencias que dichas normas le confieren pueda hacerlo
prescindiendo de los límites constitucionales que le impone el respeto
de la libertad religiosa, proclamado en el artículo 16.1 CE49. Este límite,
como se colige con facilidad, es el de la ley, ampliamente argumenta-
do a lo largo de la sentencia.

17. La tercera vertiente es la personal. En opinión del Tribunal
Supremo, por muy amplia que sea la potestad de los ayuntamientos
para la regulación de infracciones y sanciones, no puede olvidarse que
las prescripciones del artículo 139 LBRL se refieren a «las relaciones de
convivencia de interés local»50. Teniendo en cuenta esta precisión, el Tri-
bunal Supremo traza una distinción entre un derecho (la libertad reli-
giosa) que corresponde a todos los ciudadanos con tal interés local,
para llegar a la conclusión de que la LRBRL no puede atribuir a los en-
tes locales la posibilidad de emanar regulaciones que, al circunscri-
birse al ámbito espacial del ente, «no resultan coextensas con el ámbi-
to propio del derecho»51, de modo que el derecho resulte limitado en
una parte del territorio del Estado y no en otras52. Como se puede ad-
vertir de lo anterior, este razonamiento entronca con la postura de que
solo al legislador del Estado le corresponde establecer las limitaciones
(generales, por objeto y espacio) sobre el uso de los signos religiosos,
en su caso la prohibición del velo integral. Esta normativa, por tanto,
no puede quedar a lo que en cada ámbito de autonomía reconocida
por la CE se decida. Con todo, es desde esta perspectiva como hay que
entender correctamente la sentencia del Tribunal Supremo, ya que de
otra manera el interés local constituiría una cortapisa para que estos en-
tes pudieran afectar a cuestiones que excedan de dicho ámbito. En
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otras palabras, que un interés sea general no puede implicar desapo-
derar a los entes locales de su capacidad de incidir en ellos, a salvo de
la regulación de los derechos fundamentales, que es el núcleo en torno
al que gira el asunto que se comenta.

3. El alcance de las justificaciones de la prohibición

A) Aspectos generales

18. El derecho a la libertad religiosa no es absoluto, admitiendo li-
mitaciones. El artículo 9 CEDH difiere de la redacción del artículo 16
CE en cuanto al rango de estas. Este señala que el derecho allí reco-
nocido se garantiza «sin más limitación, en sus manifestaciones, que la
necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la
Ley»53. Inicialmente, por tanto, la CE es coincidente con el CEDH en
que el ámbito interno de la libertad religiosa cuenta con una protección
absoluta. Las limitaciones que puede establecer el legislador solo se
pueden referir al ámbito externo (manifestación) y en relación con el
mantenimiento del orden público. Por su parte, el artículo 9.2 CEDH
menciona diversas posibles justificaciones, caso de la seguridad pú-
blica, la protección del orden, de la salud o de la moral públicas, o la
protección de los derechos o las libertades de los demás. 

B) Perturbación de la tranquilidad y orden público

19. La STSJC había señalado que «la finalidad que se perseguía
con las correspondientes ordenanzas era la protección de los derechos
y libertades ajenas y del orden público». En concreto, la STSJC seña-
ló que la prohibición hallaba su sustento en la perturbación de la tran-
quilidad que ocasionaba la ocultación del rostro en actividades coti-
dianas, pero también se justificaba en materia de seguridad de los
lugares, pues sin perjuicio de la legislación estatal en relación con la
obligatoriedad de identificación de las personas, que puede requerirse
puntualmente en el ejercicio de las funciones de indagación o preven-
ción de los agentes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, el mante-
nimiento continuado de la seguridad en espacios municipales corres-
pondía al Ayuntamiento54. A lo anterior hay que añadir que la seguridad
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ha llevado al TEDH a aceptar como legítimas las restricciones a portar
signos religiosos55.

20. El Tribunal Supremo no acepta la argumentación de la STSJC.
Por una parte, entiende que se trata de una alegación «sumaria y carente
de desarrollo», indicando a continuación que la realidad de esa per-
turbación de la tranquilidad en la cultura occidental, a que aludía la
STSJC, «carece de una demostración convincente en cuanto simple
constatación sociológica, con lo que la base esencial sobre la que la sen-
tencia se sustenta se desvanece»56. Este razonamiento se vuelve a rei-
terar, con diferente formulación, al señalar que las alusiones de la STSJC
a la seguridad y al orden público protegidos por la ley adolecen de «una
total falta de base». En su opinión, la perturbación en la cultura occi-
dental afirmada en la sentencia, si es que en realidad existiera, no po-
dría justificar que un órgano del poder público, un ayuntamiento, sol-
ventase «la fricción cultural» que esa perturbación manifestase, en el
sentido en que lo había hecho la STSJC57.

21. Cierto es que la STSJC no desarrolla esa cuestión, quedándo-
se en el estadio de unas afirmaciones generales. El análisis debería ha-
ber pasado por la fundamentación a aportar por el propio Ayunta-
miento de Lleida, en la memoria o informes de acompañamiento de las
Ordenanzas, a los efectos de justificar el tipo de prohibición a imponer.
Sin embargo, la STSJC no hace alusión a ellos, lo que da pie al Tribu-
nal Supremo a rechazar sus afirmaciones, acogiéndose a lo manifestado
por el ministerio fiscal y la demandante. El primero sostuvo, entre
otras cosas, que las afirmaciones sobre la perturbación de la tranqui-
lidad no eran aceptables en una sociedad globalizada y multicultural,
en que imágenes y noticias permitían compartir, a través de los me-
dios audiovisuales y de internet, el día a día de otros países y culturas,
presentes además en la vida cotidiana debido a la intensidad del pro-
ceso migratorio. Para el fiscal, solamente desde la objetiva constatación
de la intranquilidad, del desasosiego de la generalidad de los ciudada-
nos ante un determinado fenómeno, cabía considerar respaldada le-
galmente la prohibición, sin que el uso del velo integral produjese ese
efecto ni que existiese dato objetivo alguno en todo el proceso norma-
tivo, ni en el judicial, que permitiese afirmarlo. Por ello, la perturbación
de la convivencia a la que las Ordenanzas se referían debía tener un mí-
nimo de relevancia en cualquiera de sus modalidades, siendo luego la
intensidad de su afectación a la tranquilidad lo que permitiría calificar

SIGNOS RELIGIOSOS, AUTONOMÍA MUNICIPAL Y DERECHOS FUNDAMENTALES... AGUSTÍN GARCÍA URETA

Revista de Administración Pública
ISSN: 0034-7639, núm. 191, Madrid, mayo-agosto (2013), págs. 201-221 215

55 Véanse El Morsli v. Francia, decisión de admisibilidad 15585/06, de 4 de marzo de
2008; Phull v. Francia, decisión de admisibilidad 35753/03, de 11 de enero de 2005.

56 STS, FJ 10. 
57 STS, FJ 10.

07-García.qxp  17/7/13  16:26  Página 215



la conducta como muy grave, grave o leve. Negar lo anterior, concluyó
el ministerio fiscal, supondría aceptar la tipicidad de perturbaciones
irrelevantes de la convivencia, lo que no parecía de recibo. En relación
con el orden público58, el ministerio fiscal también contradijo la posi-
ción de la STSJC, al señalar que el artículo 20 de la Ley Orgánica
1/1992, de 21 de febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana
(LOPSC), no regulaba la libertad de acceso o uso de entorno alguno,
sino algo distinto como el deber ciudadano de identificarse ante los
agentes de la autoridad en el ejercicio de sus funciones de protección
de la seguridad59. Por el contrario, la Ordenanza prohibía y permitía
sancionar el acceso o permanencia de personal con velo, aunque hu-
biera sido perfectamente identificado.

C) La protección de los derechos de terceros y necesidad de la medida
en una sociedad democrática

22. La protección de terceros puede legítimamente servir de base
para imponer una restricción a la libertad religiosa, como se pone de
manifiesto en la jurisprudencia relativa a los signos religiosos. Con
todo, tampoco se ha establecido un criterio unívoco. Según el TEDH,
no existe una concepción europea uniforme sobre los requisitos que im-
plica la protección de los derechos de los otros en relación con los ata-
ques a las convicciones religiosas. Lo que pueda causar una ofensa im-
portante a unas personas que profesen una determinada religión puede
variar significativamente en el tiempo y en el espacio, en particular en
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el Tribunal Supremo, independientemente de la mayor o menor extensión que se le dé, se re-
fiere, por definición, a conductas externas reales y perceptibles, y ello pone de manifiesto para
el Alto Tribunal (sentencias 11 de febrero y 11 de mayo de 2009) que el constituyente nunca
pensó que las personas puedan comportarse siempre según sus propias creencias, sino que
tal posibilidad termina, cuanto menos, donde comienza el orden público. En particular, es-
tas sentencias rechazan que el art. 16 de la Constitución ampare el derecho a comportarse en
todas las circunstancias de la vida con arreglo a las propias creencias. Las sentencias del TS
de 25-1-1983 y 13-10-1981 equiparan el orden público a “paz social”, “paz pública” y “con-
vivencia social” y esta misma Sala, en sentencia de 20-6-94, sección 5.ª, lo ha equiparado a
“paz y sosiego de los ciudadanos”, el mantenimiento del cual, en espacios públicos munici-
pales, es competencia del Ayuntamiento».

59 El artículo 20.1 LOPSC dice: «Los agentes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad po-
drán requerir, en el ejercicio de sus funciones de indagación o prevención, la identificación
de las personas y realizar las comprobaciones pertinentes en la vía pública o en el lugar don-
de se hubiere hecho el requerimiento, siempre que el conocimiento de la identidad de las per-
sonas requeridas fuere necesario para el ejercicio de las funciones de protección de la segu-
ridad que a los agentes encomiendan la presente Ley y la Ley Orgánica de Fuerzas y Cuerpos
de Seguridad». 
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una era en la que surgen distintos tipos de creencias y credos60. Así
como en determinados casos se ha tenido en cuenta el tipo de persona
que podía verse influida por dicha manifestación, v.g. menores de
edad61, en otros supuestos se ha atendido al contexto y dimensiones del
signo en cuestión62. En el caso que aquí se comenta, la STSJC había se-
ñalado que uno de los sustentos y, por tanto, la finalidad que se perse-
guía era la protección de los derechos y libertades ajenos. Al igual que
en el supuesto de la perturbación de la tranquilidad y el orden público,
el Tribunal Supremo no comparte este razonamiento alegando, en pri-
mer lugar, que la protección de esos derechos y libertades ajenos no se
justifica. Los derechos y libertades a considerar «no deben ser los de la
persona afectada por la medida limitativa, sino los de terceros, que
pudieran resultar perturbados por la actuación de la persona a la que,
para evitar tal perturbación, se le limita su derecho». En segundo lugar,
el Tribunal señala: «La finalidad de proteger derechos y libertades aje-
nos, no puede así justificar la limitación de un derecho constitucional
de una persona que tenga como finalidad la protección de los dere-
chos de ésta, pues éstos no son derechos y libertades ajenos»63.

23. Las anteriores (y alambicadas) afirmaciones resultan genera-
les. Sería deseable que cuando se quiera establecer un criterio inter-
pretativo para delimitar el ámbito de la protección de un derecho fun-
damental como este se imponga la claridad terminológica y sintáctica.
Desde una perspectiva abstracta es discutible que no se pueda imponer
una limitación a un derecho fundamental alegando la protección de ter-
ceras personas, incluyendo la del titular del derecho. La clave radica-
rá en la legitimidad de la limitación de que se trate y, en particular, su
debida justificación. Si la frase del Tribunal Supremo se analiza en su
literalidad, no resultaría posible que una limitación que pretenda pro-
teger a terceros lo haga también en el caso del titular del derecho que
(paradójicamente según aquel) se vea restringido. Ahora bien, no parece
que no resulte esgrimible la protección de terceros (y del propio titular
del derecho que se ve limitado) sobre todo cuando se trata de bienes ju-
rídicos que sean aplicables a cualquiera, caso de la dignidad de la per-
sona64, como puede suceder en el caso de vestimentas que, al menos
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60 Wingrove v. Reino Unido, demanda 17419/90, STEDH de 25 de noviembre de 1996,
ap. 58.

61 Dahlab v. Suiza, decisión de admisibilidad 42393/98, de 15 de febrero de 2001; véanse
Lautsi v. Italia, demanda 30814/06, STEDH de 18 de marzo de 2011, aps. 66 (segundo párrafo)
y 72-73; Lorenzo MARTÍN-RETORTILLO BAQUER (2011: 236-255); Gérard GONZÁLEZ (2010: 467-
484); Tomás PRIETO ÁLVAREZ (2011: 443-468).

62 Eweida v. Reino Unido, demanda 48420/10, STDEH de 15 de enero de 2013.
63 STS, FJ 10
64 Artículo 10.1 CE.
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eventualmente, puedan venir impuestas a determinadas personas. Por
ello, la respuesta al argumento empleado en la STSJC vendría por la in-
suficiente justificación de la invocación de los derechos de terceras
personas que, ante la ausencia de un criterio establecido por el legis-
lador, habría exigido una carga probatoria más amplia y profunda que
la que se había presentado por el Ayuntamiento de Lleida. A este res-
pecto, la STSJC había señalado que el uso del burka o similar, portado
exclusivamente por mujeres (hecho notorio y exento de la necesidad de
ser probado), resultaba difícilmente conciliable con uno de los valores
y principios irrenunciables, cual es el de la efectiva igualdad entre mu-
jeres y hombres, «y ello con independencia de que su uso sea volunta-
rio o no»65. Este último comentario es rechazado por el Tribunal Su-
premo, indicando que no resulta aceptable prescindir de que ese uso sea
voluntario o no. Como en otras secciones de la sentencia, el Tribunal Su-
premo vuelve a primar el ámbito de inicial libertad en esta materia, afir-
mando que la mujer tiene a su disposición medidas adecuadas por op-
tar en los términos que quiera por la vestimenta que considere adecuada
a su propia cultura, religión y visión de la vida, y para reaccionar con-
tra imposiciones de las que, en su caso, pretenda hacérsele víctima,
obteniendo la protección del poder público. A lo anterior añade: «[N]o
consideramos adecuado que, para justificar la prohibición que nos
ocupa, pueda partirse del presupuesto, explícito o implícito, de que la
mujer, al vestir en nuestros espacios públicos el velo integral, lo hace,
no libremente, sino como consecuencia de una coacción externa con-
traria a la igualdad de la mujer, que es la base subyacente de la argu-
mentación de la sentencia recurrida, que no podemos compartir»66.
Como en otros pasajes de la sentencia, el Tribunal Supremo vuelve al
origen del esquema constitucional, afirmando que hay que partir del
ejercicio libre de una opción religiosa y que lo que debe contar es la ga-
rantía respecto a ella de la «inmunidad de coacción»67.

24. La necesidad de la medida en una sociedad democrática la
analiza el Tribunal Supremo teniendo en cuenta una serie de textos
internacionales que había citado con anterioridad en su sentencia.
Ante la ausencia de especificación de a qué textos concretos del fun-
damento jurídico segundo se refiere, parece que se trataría, en parti-
cular, de la Recomendación 1927 (2010), sobre Islam, Islamismo e Is-
lamofobia en Europa, en la que la Asamblea Parlamentaria del Consejo
de Europa había exhortado a los Estados miembros de esta organiza-
ción a no establecer una prohibición general del velo completo, o de
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65 STSJC, FJ 3, letra c).
66 STS, FJ 10; cursiva añadida.
67 STS, FJ 10.

07-García.qxp  17/7/13  16:26  Página 218



cualquier otra ropa religiosa o especial, sino cuando esta prohibición
sirviese para proteger a las mujeres de toda coacción física y psicoló-
gica68. A lo anterior, el Tribunal Supremo añade que en los estudios
doctrinales sobre la justificación de una prohibición de tal tipo no es in-
frecuente resaltar el riesgo del efecto perverso que pueda derivarse de
la misma, a saber, el enclaustramiento de la mujer en su entorno fa-
miliar inmediato, si decide anteponer a otras consideraciones sus con-
vicciones religiosas; lo que a la postre resultaría contrario al objetivo de
integración en los diferentes espacios sociales y, en suma, en vez de
servir a la eliminación de discriminaciones, pudiera contribuir a in-
crementarlas, si a la mujer concernida se le cierran esos espacios. Todo
lo anterior conduce a rechazar la argumentación de la STSJC. 

25. Sin embargo, esta sección de la sentencia del Tribunal Supre-
mo tampoco es objeto de desarrollo adecuado. En primer lugar, la re-
ferencia que se hace a los textos mencionados en el fundamento jurí-
dico segundo no resulta convincente. En esos textos, de variado porte,
se mencionan sentencias que, efectivamente, ponen en evidencia una
ausencia de consenso jurídico en Europa. Ahora bien, esto no evita te-
ner que examinar la situación en el Estado español. En segundo lugar,
el Dictamen del Comité de Derechos Humanos de la ONU de 5 de no-
viembre de 2004, sobre una estudiante que usaba el pañuelo, razona la
legitimidad de la prohibición en el contexto de un Estado Parte del
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. De ahí que lo que,
al menos inicialmente, se encuentra más cercano al razonamiento del
Tribunal Supremo sea la Recomendación antes citada. Ahora bien, no
resulta adecuado hacer mención de (innominados) estudios doctrina-
les para justificar los riesgos de una prohibición del uso del velo inte-
gral. Si se trata de negar las afirmaciones que había efectuado el Ayun-
tamiento de Lleida, aceptadas por la STSJC, esta labor habría requerido
una plasmación documental más elaborada de lo que hace el Tribunal
Supremo.

III. COMENTARIOS CONCLUSIVOS

26. A pesar de posibles críticas a la sentencia, esta emplea una
lógica coherente y adecuada. En primer lugar, el Tribunal Supremo es
consciente de las dificultades que suscitan las cuestiones planteadas y
de las diferencias existentes en los distintos países. Esta circunstancia
no se emplea como una vía de escape, sino como un elemento a con-

SIGNOS RELIGIOSOS, AUTONOMÍA MUNICIPAL Y DERECHOS FUNDAMENTALES... AGUSTÍN GARCÍA URETA

Revista de Administración Pública
ISSN: 0034-7639, núm. 191, Madrid, mayo-agosto (2013), págs. 201-221 219

68 El texto de la Recomendación es accesible en http://goo.gl/4X1ai, aps. 3.13-3.15.
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siderar ante el silencio de quien debiera, en su caso, regular la prohi-
bición del uso del velo integral o de otros signos religiosos, esto es, el
legislador («[e]empezamos por la exigencia indeclinable de una ley pre-
via que establezca el límite para el ejercicio del derecho fundamental
de libertad religiosa»)69. Como ya se ha indicado, una de las pautas de
estos tiempos es que el legislador que, en primera instancia, debe apor-
tar soluciones a difíciles balances de intereses y de bienes jurídicos
opta, en ocasiones con demasiada frecuencia, por trasladar este pro-
blema a los jueces. En este sentido, el Tribunal Supremo ya advierte en
sus consideraciones iniciales que su sentencia en modo alguno tiene el
sentido de respuesta del Tribunal a si en el marco de la Constitución
cabe o no una prohibición del uso del velo integral en los espacios pú-
blicos, al estilo de Francia, sino que se mueve en el limitado espacio ló-
gico acotado, en primer lugar, por la especialidad del proceso en que se
había formulado el recurso.

BIBLIOGRAFÍA

ALÁEZ CORRAL, Benito (2011): «Reflexiones jurídico-constitucionales sobre la prohi-
bición del velo islámico integral en Europa», Teoría y Realidad Constitucional,
págs. 483-520.

CAÑAMARES ARRIBAS, Santiago (2009): «Tratamiento de la simbología religiosa en el
Derecho español: propuestas ante la reforma de la Ley Orgánica de Libertad
Religiosa», en Rafael NAVARRO VALLS, Joaquín MANTECÓN SANCHO y Javier MAR-
TÍNEZ-TORRÓN (coords.), La libertad religiosa y su regulación legal (Iustel, Ma-
drid), págs. 521-551.

EVANS, Caroline (2001): Freedom of religión under the European Convention on
Human Rights (OUP, Oxford).

GARCÍA URETA, Agustín (2006): «De nuevo el velo islámico ante el Tribunal Europeo
de Derechos Humanos. Nota a Leyla Sahin v. Turquia, Sentencia del TEDH (Gran
Sala) de 10 de noviembre de 2005», RVAP, págs. 285-301.

— (2009): «Artículo 9. Libertad de pensamiento, de conciencia y de religión», en
I. LASAGABASTER HERRARTE (dir.), Convenio Europeo de Derechos Humanos
(2.ª ed., Civitas, Madrid), págs. 390-451.

GONZÁLEZ, Gérard (2010): «L’école publique comme sanctuaire laïque selon la Cour
européenne des droits de l’homme (obs/s. Cour eur. dr. h., Lautsi c. Italie, 3 no-
vembre 2009)», Revue trimestrielle des droits de l’homme, págs. 467-484.

HOWARD, Erica (2012): Law and the Wearing of Religious Symbols (Routledge,
Londres).

LASAGABASTER HERRARTE, Iñaki (2004): «El velo islámico en la Universidad Turca:
nota a la Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 29 de junio
de 2004, Sahin c. Turquía», RVAP, págs. 383-394.

— (2007): La Carta Europea de la Autonomía Local (Iustel, Madrid).

SIGNOS RELIGIOSOS, AUTONOMÍA MUNICIPAL Y DERECHOS FUNDAMENTALES... AGUSTÍN GARCÍA URETA

Revista de Administración Pública
220 ISSN: 0034-7639, núm. 191, Madrid, mayo-agosto (2013), págs. 201-221

69 FJ 10; cursiva añadida.

07-García.qxp  17/7/13  16:26  Página 220



MARTÍN-RETORTILLO BAQUER, L. (2011): Estudios sobre libertad religiosa (Reus, Madrid).
PRIETO ÁLVAREZ, Tomás (2011): «Crucifijo y escuela pública tras la sentencia del

TEDH Lautsi y otros contra Italia», REDA, págs. 443-468.
VÁZQUEZ ALONSO, Víctor (2008): «Laicidad y libertad religiosa en la jurisprudencia

de la Corte Europea de Derechos Humanos: una convivencia necesaria y difí-
cil», Estudios de Deusto, págs. 135-164.

SIGNOS RELIGIOSOS, AUTONOMÍA MUNICIPAL Y DERECHOS FUNDAMENTALES... AGUSTÍN GARCÍA URETA

Revista de Administración Pública
ISSN: 0034-7639, núm. 191, Madrid, mayo-agosto (2013), págs. 201-221 221

07-García.qxp  17/7/13  16:26  Página 221



07-García.qxp  17/7/13  16:26  Página 222



<<
  /ASCII85EncodePages false
  /AllowTransparency false
  /AutoPositionEPSFiles true
  /AutoRotatePages /All
  /Binding /Left
  /CalGrayProfile (Dot Gain 20%)
  /CalRGBProfile (sRGB IEC61966-2.1)
  /CalCMYKProfile (U.S. Web Coated \050SWOP\051 v2)
  /sRGBProfile (sRGB IEC61966-2.1)
  /CannotEmbedFontPolicy /Warning
  /CompatibilityLevel 1.4
  /CompressObjects /Tags
  /CompressPages true
  /ConvertImagesToIndexed true
  /PassThroughJPEGImages true
  /CreateJDFFile false
  /CreateJobTicket false
  /DefaultRenderingIntent /Default
  /DetectBlends true
  /DetectCurves 0.0000
  /ColorConversionStrategy /LeaveColorUnchanged
  /DoThumbnails false
  /EmbedAllFonts true
  /EmbedOpenType false
  /ParseICCProfilesInComments true
  /EmbedJobOptions true
  /DSCReportingLevel 0
  /EmitDSCWarnings false
  /EndPage -1
  /ImageMemory 1048576
  /LockDistillerParams false
  /MaxSubsetPct 100
  /Optimize true
  /OPM 1
  /ParseDSCComments true
  /ParseDSCCommentsForDocInfo true
  /PreserveCopyPage true
  /PreserveDICMYKValues true
  /PreserveEPSInfo true
  /PreserveFlatness true
  /PreserveHalftoneInfo false
  /PreserveOPIComments false
  /PreserveOverprintSettings true
  /StartPage 1
  /SubsetFonts true
  /TransferFunctionInfo /Apply
  /UCRandBGInfo /Preserve
  /UsePrologue false
  /ColorSettingsFile ()
  /AlwaysEmbed [ true
  ]
  /NeverEmbed [ true
  ]
  /AntiAliasColorImages false
  /CropColorImages true
  /ColorImageMinResolution 300
  /ColorImageMinResolutionPolicy /OK
  /DownsampleColorImages true
  /ColorImageDownsampleType /Bicubic
  /ColorImageResolution 300
  /ColorImageDepth -1
  /ColorImageMinDownsampleDepth 1
  /ColorImageDownsampleThreshold 1.50000
  /EncodeColorImages true
  /ColorImageFilter /DCTEncode
  /AutoFilterColorImages true
  /ColorImageAutoFilterStrategy /JPEG
  /ColorACSImageDict <<
    /QFactor 0.15
    /HSamples [1 1 1 1] /VSamples [1 1 1 1]
  >>
  /ColorImageDict <<
    /QFactor 0.15
    /HSamples [1 1 1 1] /VSamples [1 1 1 1]
  >>
  /JPEG2000ColorACSImageDict <<
    /TileWidth 256
    /TileHeight 256
    /Quality 30
  >>
  /JPEG2000ColorImageDict <<
    /TileWidth 256
    /TileHeight 256
    /Quality 30
  >>
  /AntiAliasGrayImages false
  /CropGrayImages true
  /GrayImageMinResolution 300
  /GrayImageMinResolutionPolicy /OK
  /DownsampleGrayImages true
  /GrayImageDownsampleType /Bicubic
  /GrayImageResolution 300
  /GrayImageDepth -1
  /GrayImageMinDownsampleDepth 2
  /GrayImageDownsampleThreshold 1.50000
  /EncodeGrayImages true
  /GrayImageFilter /DCTEncode
  /AutoFilterGrayImages true
  /GrayImageAutoFilterStrategy /JPEG
  /GrayACSImageDict <<
    /QFactor 0.15
    /HSamples [1 1 1 1] /VSamples [1 1 1 1]
  >>
  /GrayImageDict <<
    /QFactor 0.15
    /HSamples [1 1 1 1] /VSamples [1 1 1 1]
  >>
  /JPEG2000GrayACSImageDict <<
    /TileWidth 256
    /TileHeight 256
    /Quality 30
  >>
  /JPEG2000GrayImageDict <<
    /TileWidth 256
    /TileHeight 256
    /Quality 30
  >>
  /AntiAliasMonoImages false
  /CropMonoImages true
  /MonoImageMinResolution 1200
  /MonoImageMinResolutionPolicy /OK
  /DownsampleMonoImages true
  /MonoImageDownsampleType /Bicubic
  /MonoImageResolution 1200
  /MonoImageDepth -1
  /MonoImageDownsampleThreshold 1.50000
  /EncodeMonoImages true
  /MonoImageFilter /CCITTFaxEncode
  /MonoImageDict <<
    /K -1
  >>
  /AllowPSXObjects false
  /CheckCompliance [
    /None
  ]
  /PDFX1aCheck false
  /PDFX3Check false
  /PDFXCompliantPDFOnly false
  /PDFXNoTrimBoxError true
  /PDFXTrimBoxToMediaBoxOffset [
    0.00000
    0.00000
    0.00000
    0.00000
  ]
  /PDFXSetBleedBoxToMediaBox true
  /PDFXBleedBoxToTrimBoxOffset [
    0.00000
    0.00000
    0.00000
    0.00000
  ]
  /PDFXOutputIntentProfile ()
  /PDFXOutputConditionIdentifier ()
  /PDFXOutputCondition ()
  /PDFXRegistryName ()
  /PDFXTrapped /False

  /Description <<
    /CHS <FEFF4f7f75288fd94e9b8bbe5b9a521b5efa7684002000500044004600206587686353ef901a8fc7684c976262535370673a548c002000700072006f006f00660065007200208fdb884c9ad88d2891cf62535370300260a853ef4ee54f7f75280020004100630072006f0062006100740020548c002000410064006f00620065002000520065006100640065007200200035002e003000204ee553ca66f49ad87248672c676562535f00521b5efa768400200050004400460020658768633002>
    /CHT <FEFF4f7f752890194e9b8a2d7f6e5efa7acb7684002000410064006f006200650020005000440046002065874ef653ef5728684c9762537088686a5f548c002000700072006f006f00660065007200204e0a73725f979ad854c18cea7684521753706548679c300260a853ef4ee54f7f75280020004100630072006f0062006100740020548c002000410064006f00620065002000520065006100640065007200200035002e003000204ee553ca66f49ad87248672c4f86958b555f5df25efa7acb76840020005000440046002065874ef63002>
    /DAN <>
    /DEU <>
    /ESP <>
    /FRA <>
    /ITA <>
    /JPN <>
    /KOR <FEFFc7740020c124c815c7440020c0acc6a9d558c5ec0020b370c2a4d06cd0d10020d504b9b0d1300020bc0f0020ad50c815ae30c5d0c11c0020ace0d488c9c8b85c0020c778c1c4d560002000410064006f0062006500200050004400460020bb38c11cb97c0020c791c131d569b2c8b2e4002e0020c774b807ac8c0020c791c131b41c00200050004400460020bb38c11cb2940020004100630072006f0062006100740020bc0f002000410064006f00620065002000520065006100640065007200200035002e00300020c774c0c1c5d0c11c0020c5f40020c2180020c788c2b5b2c8b2e4002e>
    /NLD (Gebruik deze instellingen om Adobe PDF-documenten te maken voor kwaliteitsafdrukken op desktopprinters en proofers. De gemaakte PDF-documenten kunnen worden geopend met Acrobat en Adobe Reader 5.0 en hoger.)
    /NOR <>
    /PTB <>
    /SUO <>
    /SVE <>
    /ENU (Use these settings to create Adobe PDF documents for quality printing on desktop printers and proofers.  Created PDF documents can be opened with Acrobat and Adobe Reader 5.0 and later.)
  >>
  /Namespace [
    (Adobe)
    (Common)
    (1.0)
  ]
  /OtherNamespaces [
    <<
      /AsReaderSpreads false
      /CropImagesToFrames true
      /ErrorControl /WarnAndContinue
      /FlattenerIgnoreSpreadOverrides false
      /IncludeGuidesGrids false
      /IncludeNonPrinting false
      /IncludeSlug false
      /Namespace [
        (Adobe)
        (InDesign)
        (4.0)
      ]
      /OmitPlacedBitmaps false
      /OmitPlacedEPS false
      /OmitPlacedPDF false
      /SimulateOverprint /Legacy
    >>
    <<
      /AddBleedMarks false
      /AddColorBars false
      /AddCropMarks false
      /AddPageInfo false
      /AddRegMarks false
      /ConvertColors /NoConversion
      /DestinationProfileName ()
      /DestinationProfileSelector /NA
      /Downsample16BitImages true
      /FlattenerPreset <<
        /PresetSelector /MediumResolution
      >>
      /FormElements false
      /GenerateStructure true
      /IncludeBookmarks false
      /IncludeHyperlinks false
      /IncludeInteractive false
      /IncludeLayers false
      /IncludeProfiles true
      /MultimediaHandling /UseObjectSettings
      /Namespace [
        (Adobe)
        (CreativeSuite)
        (2.0)
      ]
      /PDFXOutputIntentProfileSelector /NA
      /PreserveEditing true
      /UntaggedCMYKHandling /LeaveUntagged
      /UntaggedRGBHandling /LeaveUntagged
      /UseDocumentBleed false
    >>
  ]
>> setdistillerparams
<<
  /HWResolution [2400 2400]
  /PageSize [612.000 792.000]
>> setpagedevice




